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ST]NTITNCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

l-ima. 15 de oclubre de 2018

En la noia emitida e¡ el Expedicnte 00987-2014,PA/ I C, publicada en el diario
Peruano el 29 de agosto de 2014. este Tribr¡nal estableció, en el

eíto 49, con carácter de precedenle, que se expedirá una sentencia

ASUNTO

Recurso de ag¡avio constitucional interyuesto por doña Mariella Rueda de
Goycochea contra la resolución de fojas 151, de lecha l0 agosto de 2017, expedida por
la Cuarla Sala Civil de la Corle Superior de Justicia de Lima quc. conñÍmando la
apelada, declaró improcedente la demanda de amparo de autos.

¡.UNDAMENTOS

ocutoria dencgatoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los
siguientes supuestos, que igüalmentc, estiín contenidos e¡ el artículo l1 del
Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional:

a) Ca¡ezca de lündamentació[ ]a supuesta vulneraciól que se invoque.
b) La cuestión de Derecho contenida en el recurso no sea de especial

trascendencia constitucional.
c) La cuestión de Detecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

Constilucional.
d) Se haya decidido de manela desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En el presente caso, se evidencia que el recurso de agravio no está rel¡rido a una
cuestión de Derecho de especial trascendencia constitucional. Al respecto, un
rec!¡rso carece de esta cualidad cuando no cstá reiacionado con el contenido
constituoionalme¡te protegido de un derecho fundamentali cuando versa sobre un
asunto materialmente excluido del proceso de tutela de que se trata; o, fjnalmente,
cuando lo pretendido no alude a un asunto que requiere una tutela de especial
urgencia.

3. Expresado de ot¡o tnodo, y teniendo en cuenta lo precisado en el l'undamento 50 de
1a sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, una cuestión no reviste
especial trascendencia constitucional en los siguientes casos: (l) si una 1ütura
¡esolución del Ttibunal Constitucional no solL¡ciona algún conflicto de relevancia
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conslill¡cional. pues no existc lcsión que comprometa el derecho fundamcntal
illvolucrado o se trata de un asunto que no corresponde resoher en Ia \ia
conslilucional; o (2) si no cxiste necesidad de tutelar de manera urgente el derecho
constitucional invocado y no median razones subjetivas u objctivas que habililen a
este órgano colegiado para emitir un pronunciamiento de fondo.

La recurrentc cuestiona la ¡esolución de fccha 6 de agosto de 2015 (f. 3) a través de
la cual la Segunda Sala dc Derecho Constitucional y Social Transitori¿ de la Corte
Suprema de Justicia de la Rcpública declaró lundado el ¡ecurso de casación
interpuesto po¡ el Banco de la Nación y. actuando en sede dc instancia confirmó la

pimera insl¿urcia o grado clue declaró iniundada la demancla
o-administrativa sobre olorgamiento de bonificación especial promovida

I Ilanco de la Nación. Alcga que la Sala suprcma emplazada interprctó
adamente el Decreto de Urgencia 090-96-EF, resultando de ello que los

bajadores y pensionistas del Banco de la Nación ¡o puedaü percibir ia

t'l

bonilicación quc dicho dispositivo legal contempla. En tal sentido, relle¡e que se
hab¡ían vulnerado sus derechos al debido proceso, en su manifestación del derecho
a la dei'ensa. asi conro su derecho a la tutela procesal eléctiva.

5. No obstante lo argüido por cl accionante, esta Saia del Tribunal Constitucional
considcra que. en realidad, lo que impugna es el criterio jurisdiccional de los jueees
demandados, prctextando, pára tal efecto, la vulne¡ación de los mencionados
derechos l'undamentales, sin embargo. debe tene$e presente que, en puridad, lo que
se pretende es la revisión dc lo decidido respecto de la bonificación especial
solicilada, siendo asi, tal cueslionamicnto no encuentra sustento directo cn ningún
derecho l'undamental, pueslo que el me¡o hecho que la pa¡te accioüante disicnta de
Ia f'undamentación que siñ,e de respaldo a la resolución cuestionada no significa
que ¡o exista justillcación o que, a la luz de los hechos dcl caso. sea aparente,
imuficiente o incuna en vicios de motivación intema o externa. Po¡ consiguicnte.
no co¡acsponde emitir un p¡onunciamiento dc tbndo en la presente causa_

6. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 5 .rap¡a, se verii_lca que
e1 presente recurso de agravio ha incunido en la causal de rechazo prevista en eI
acápite b) del lündamento 49 de la sentencia emitida en el Expedienre 00987-201,1-
l,A/'lC y en el inciso b) del artículo 11 del Reglamento Normativo del Tribunal
Constitucional. Por esta razón, coÍesponde declarar, si¡1 más trámite, improcedcnte
el recursu de agra\io consrirucional
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Po¡ estos fr¡ndamentos, el T¡ibunal Constitucional. con la autoridad que le
conflere la Comtitución Política del Perú, y la participación del magistrado Espinosa-
Saldaña Barrera, convocado para dirimir la discordia suscilada por el voto singular del
magistmdo F'earc¡o Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrera

RESUELVE

Dccla¡ar IMPROCEDENTE el tecurso de agmvio conslitucional porqLLe la cuesrión de
I)erecho contenida en el recurso carcce de esDecial trascendencia constitucional

Publiquese y notifiquese.

ss.

MIRANDA CANALES
SARDÓN DE TABOADA
ESPINOSA-SALDAÑA BA
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FUNr)AMENTo D¡r voro r)EL MAGTSTRADo ESprNosA-sAL|)AñA
BARRERA

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis cole8as. Sin embargo, debo señalar lo
siguiente.

Nuestra responsabilidad como jueccs constitucionalcs dcl 'Iribun¡l
Constitucional peruano incluye pronunciarse con resoluciones comprensibles, y
a la vez, rigurosas técnjcamente. Si no se toma en cuenta ello, el Tribunal
Constitucional falta a su responsabilidad institucional de concretización de Ia
Constitución, pues debe hacerse cntendcr a cabalidad cn la comprcsión dcl
ordenamiento jurídico conlbrme a los principios- valores y dcmás preccptos dc
esla misma Constitución.

2. Conviene entonces advertir a la recurrente que en el ordcn¿miento jurídico
peruano, conl'orme al artículo 4 del Código Procesal Constitucional, la tutela
procesal efectiva incluye al debido proceso en sus diversas manifestaciones.

s.

ESPINoSA-s.{.LDAñA BArrrrERA */*

l-o q CQ:
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTR{DO FT]RRERO COSTA

Con la potestad qr¡e me otorga la Constitución, y con cl mayor respeto por la ponencia

de mi colega magistrado, emiio el presente voto singular, para expresar respetuosamente
que disiento del p¡ecedente vinculante establecido en la Sentencia 00987-2014-PA/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los tundamentos que a

continr¡ación expongo:
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EL TRIBUNAL CoNSTITUCIONAL CoMo CORIE DE REVISIÓN O FALLO Y NO DE

CASACIÓ\

La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantias Constitucionales como
instancia de casación y la CoNtitución de 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en i¡stancia de fallo. La Conslitución del 79, por p mera vez en nuestra historic
constitucional, dispuso la creación de tu1 órgano ad loc, independiente del Poder
Judicial, oon Ia tarea de garantizar la suprcmacia constitucional y la vigencia plena
de Ios derechos fundamentalcs.

2. Ld Ley Fundamental de i979 estableció que el T bunal de Garantías
ConstitucioDales cra un órgano de cont¡ol de la Constilt¡ción, que tenía jurisdicción
en todo cl territorio nacional para conocer, en ríd de cdsac¡ón, de 7os habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia una i¡stancia habilitada para fallar en fbrma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

3. Er ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Camntías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus articulos 42 al 46, qüe

dicho órgano, al encontrar una rcsolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma errada o ha incurrido en graves vicios p¡ocesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de

señalar l¿ deficiencia, devolverá los actuados a la Co¡te Suprema de Justicia de Ia
República (reenvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados-

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulne¡ación de derechos fue seriamente
modificado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuatro, a saber, habeas corpus, ar,'tparo, habeds dula
y acción de cumplimiento. En segurdo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cu¿urdo la Constitr¡ción 1o

califica erróneamente como "órgano de conlrol de la Constitución". No obstante, en

tttt
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nuteria de procesos constitucionaies de la libe1tad, la Constitución establece que el
'fribunal Conslitucional es instancia de ¡cvisión o fallo.

5. Cabe señalar quc la Co¡rstitr¡ción Política del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribural Constitucional "conocer, en última y
definiliva insla cia, las resoluciones denegatorias dictadas e los procesos de

haheas corpus, amparo, habeds data y acción de c mplimíento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el T bunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

cstima amenazado o agraviado en ün derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales de Ia Constitució¡, como son el principio de

defensa de la persona hurnana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (afiículo 1), y "la obsertanci.t del debido proceso y tutela
jur¡sdiccional. Nine!.tnd persona puede ser desviada de la jurisdicció
predeferminada por la ley, ni someti¡lu ¿r procedimiekto dis lo de los pteriamente
establecidos, n¡ juzgada por órganos jur¡sdicc¡onales de excepción ni ¡or
comisiones especiales creadas dl el¿cto cualquierd sea su denomifiatció¡l",
consagrada en el a¡ticulo 139, inciso l.

6. Como se adviefe, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constitucional tiene lugar por la via del certíordri
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un ó.ga¡o sl¡premo de interpretación de la Constitr¡ción capaz de ingresar al fondo
en ios llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede dcl Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
est,i en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un de¡echo fundamcntal, se

debe ab r Ia vía correspondiente pa¡a que el T¡ibunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apeftura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colabo¡iu con los jueces constitucionales mediante un pormenoaizado
enalisis de lo que se prelende. de Io que se in\oca.

7. Lo constitucional es escuchar a la pafe como conc¡etización de su derecho
irenunciable a la defensa: además, ur Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo mcdio de defcnsa de los derechos fundamentales f.ente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

ExP. N.' 0,1144-201?-PA/TC
LIMA
MARIELLA RUEDA DE GOYCOCHEA

Er, DERECHo A sER oiDo co[to TIANTFESTACTóN DE LA DENtocRATrz^cróN DE Los
PRoCESoS CoNSTITT]CIoNALf,s DE LA LIBI:RTAD

irLtil|lilt]tiliililtil tilililil

8. La administración de justicia constitucional dc la liberfad que brinda el Tribunal
Constitucioral, desde su creación, es respetuosa, como corresponde, del de¡echo de

rryrl

TRIBUNAL CONSTIf UCIONAL



'§r;ü
w

f RIBUNAL CONSTITUCIONAL

det¿nsa inherente a toda persota, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al inte or de cualquier proceso en el cual se

dererminen.us derechos. intcrece. ) obligaciones.

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de rma ¡esolución constituoio[al
sin realizarse audiencia de vista está relacio[ado con la defensa, Ia cual. sólo es

efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponer, de manem escrita y
oral, los argumentos peúinentes, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo p¡oceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las paÍes, corresponde señalar que, en tanlo que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder tlue ci
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se

brinda con est cfo respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que

incluye el derecho a ser oido con las debidas garantías.

I l- Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defe¡sa de sus intercses,
que se concede en la audiencia de vista, también coüstituye un elemento que

democ¡atiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sob¡e la esfe¡a de interés de

una pe¡sona sin permitirle alegar lo correspondiente a su l¡vo¡, lo que resultaría
excluye¡1te y antidemoc¡ático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, e¡ cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que jusliñcan sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un t bunal de justicia, sino por la justicia de sus ¡azones! por
expresar de modo suficiente las razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Cofle IÍteramericana de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de del'ensa "obliga al Estado a lratar al ¡ndbiduo en todo momento como
un terdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
simplemente como ob¡eto clel mismo"1,y qrrc "par.t que exista debido procer;o legal
es preciso que un jusfíciable pueda hacer valer sus derechos y deferuler sus

interer^es en fttrma efectiva y en condícionen^ de igualdad procesdl con otrcs

.¡usficiables'2 .

I Coñe IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
pánafo 29.

'Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 21 de junio de 2002, párrafo 146.
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NATURALEZA PRoCESAL DEL RECURSo DE AGRAvIO CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser

desvi¡tuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho f bunal es su intérprete supremo, pero no su reformador, toda
vez que como órga¡o constituido tambiéü está sometido a la Constitución.

14. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libenad la denomi¡ada
"seDtencia interlocutori¿", el recl¡rso de agravio constitucional (RAC) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competcncia
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recu¡so de agravio constitucio¡al.

15. De confomidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucio¡al, el
Tribunal Constitucional no "coücede" el recurso. Esta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no Ie ha sido dada Ia competencia de

rechazar dicho ¡ecurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la parte alega
como un dgravio que le causa indelensión.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

requiere ser aclarado, justiñcado y concretado en supuestos especíñcos, a saber,
identilicar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no defini¡]o, ni justiiicario,
convieúe el empleo de la prccitada sentencia en arbitra¡io, toda vez que se pod a

al'ectar, entre otros, el derecho fundamental de del¿nsa, en sü manifestación de ser
oido con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes

lendlian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su

¡espcctiva demanda.

17. Por 10 demás, ¿rrtatis mutandis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-201,1-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otos
fallos, conro en el caso Luis S¡inchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reañrmación de la natu¡aleza
procesal de los procesos constitucionales de la libefiad (supletoriedad, vía previa.
vías paralelas, litispendencia, invocación del de¡echo constitucional liquido y
cicfto. etc.).

18. Sin emba¡go, el hecho de que los procesos constitucionales de la libefad sean de

una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desvirluar la esencia p ncipal del recurso de agra,,io
constitücional.
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia en sede constitucional representa Ia

úl1ima posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, cn tanto instancia última y
delinitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuent¡an justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiele en cuenta que, agotada la via coüstitucional, al justiciable
solo le queda el camino de Ia jurisdicción internacional de protección de derechos
humanos.

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al delénder su derecho
está defendiendo cl de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o

cnvilecida sin la protección judicial auténtica".
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